Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 34 minutos) 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Promitentes compradores desde el año 1993 del Complejo Habitacional M18 de San José 
solicitan audiencia a efectos de realizar un planteo sobre las deudas que mantienen a la fecha 
superiores a valores de mercado”. 


-Habíamos sugerido comenzar en el día de hoy a considerar el articulado del proyecto de ley. 
He comentado informalmente que durante la última semana tuve la oportunidad de hablar con muchos 
Intendentes, quienes me han planteado que existe un gran interés de promotores privados que están 
dispuestos a involucrarse en este proyecto y por ello les reclaman que sea aprobado. Me parece que 
este es un elemento que se debe tener en cuenta, pues la problemática de la vivienda importa a todas 
las Intendencias. 


Sugiero que comencemos el trabajo sobre este proyecto considerando artículo por artículo, 
pero que nos basemos en el comparativo, donde la Secretaría ha tratado de incorporar todo lo que se 
ha expresado durante las sesiones anteriores. Reconozco que quizás el día de hoy no es el más 
apropiado, pero por lo menos podríamos comenzar a considerar este proyecto de ley porque, de otra 
manera, lo seguiremos postergando. 


(Apoyado) 
Léase el artículo 1*. 
(Se lee:) 


“Artículo 1* (Interés Nacional).- Declárase de interés nacional la mejora de las condiciones de 
acceso a la vivienda de interés social, definida esta última de acuerdo a la Ley N* 13.728, del 17 de 
diciembre de 1968, sus modificativas y concordantes.” 


Con respecto a este artículo, se ha planteado una sugerencia de redacción, que propone 
cambiar el vocablo “del” por “de” y eliminar la expresión “sus modificativas y concordantes”. 


SEÑOR BORDABERRY.- En su momento y si no recuerdo mal, el señor Senador Tajam hizo una 
anotación sobre la definición de vivienda de interés social. Lo menciono porque creo que en la Ley N* 
13.728 está definida la vivienda económica y entiendo que no se le quiere llamar así -lo cual es bueno- 
pero quizás se podría modificar la redacción y establecer, donde dice “de acuerdo a la Ley N* 13.728 
del 17 de diciembre de 1968”, “de acuerdo al artículo 22 de la Ley N* 13.728”, etcétera. El artículo 22 
dice lo siguiente: “Entiéndese por vivienda económica, en relación a una familia, aquella vivienda que 
satisfaga para ella el mínimo habitacional y cumpla las siguientes condiciones”, y a continuación se 
mencionan el área y otros detalles. Esto es a lo que se quiere referir cuando se dice “vivienda 
económica”. Por tanto, de esa manera no la llamaríamos “vivienda económica”, pero seríamos precisos 
al aludir a esa definición. De otro modo, puede suceder que alguien busque la definición de vivienda 
social -tal como me sucedió, debo confesar- y no la encuentre, quedándose con la idea de que el 
concepto es otro. No sé si la idea de la remisión es esa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay más de un artículo en la Ley N* 13.728 que refieren a la definición y en 
este caso el señor Senador se refirió al 22. 


En cuanto al artículo 25, abarca un espectro bastante amplio. Concretamente, habla de 
vivienda media. Asimismo, el artículo 18 refiere al mínimo habitacional. Estamos hablando de, por lo 
menos, cuatro artículos. 


(Dialogados) 


SEÑOR TAJAM..- Hice referencia a que la definición del objetivo en torno a la calidad de la vivienda de 
pronto estaba un poco dispersa en la Ley N* 13.728. Estamos hablando de los artículos 26 y 22, pero 
también del artículo 25, que tiene que ver con la vivienda media pero hace referencia a los otros 
artículos, y del artículo 18, que define el mínimo habitacional. Estamos hablando de un conjunto de 
artículos que definen un estatus de vivienda, que es lo que la ley quiere promover y así dirigir las 
inversiones. Hice este planteamiento a los representantes del Ministerio, quienes me dijeron que era 
mejor que quedara tal como está establecido en el proyecto que enviaron, porque si se unificaba la 
definición les inquietaba que se establecieran dos regímenes paralelos y que unos se rigieran por la 
Ley N* 13.728 y otros por esta. Como los representantes del Ministerio señalaron que la ley daba la 
base fundamental para la definición, no insistí en el tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo pienso lo mismo. Aunque la Ley N* 13.728 tenga cuarenta años, es una 
muy armónica y completa. Entonces, si se hace referencia a la ley, se puede usar el artículo que 
convenga. En lo personal, no sería partidaria de desguazar la ley porque funcionó durante muchos 
años y, además, fue la elaboración más profunda que tuvo este Parlamento -podríamos decir la ley 
madre- en materia de vivienda. Si realizamos un análisis del tema, observamos que esta ley sigue 
vigente en todos sus aspectos. Tal vez sea demasiado detallista, pero me parece que con la referencia 
genérica bastaría. 


Corresponde votar el artículo 1”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2. 

(Se lee:) 


“Artículo 2. (Proyectos y actividades promovidas).- Podrán acceder al régimen de beneficios 
establecidos en la presente Ley, en tanto sean declarados promovidos por el Poder Ejecutivo: 


Los proyectos de inversión vinculados a la construcción, refacción o reciclaje de inmuebles con destino 
a la vivienda de interés social, tanto en el caso en que los referidos inmuebles tengan por destino la 
enajenación, como cuando se destinen al arrendamiento. Quedan incluidos en este literal los proyectos 
destinados a la adquisición de viviendas de interés social construidas, refaccionadas o recicladas al 
amparo de la presente normativa, para su posterior arrendamiento; y los que desarrollen los Fondos 
Sociales y las Cooperativas de Vivienda en cualquiera de sus modalidades, en tanto tales viviendas 
cumplan con las condiciones generales establecidas en la presente ley. 


Las actividades específicas asociadas a la mejora en las condiciones de oferta y de demanda de 
viviendas de interés social.” 


En consideración. 


En lo que respecta a este artículo, se había sugerido agregar la palabra “ampliación” cada 
vez que se menciona construcción, refacción o reciclaje, de modo que el literal A) comenzaría: “Los 
proyectos de inversión vinculados a la construcción, refacción, ampliación o reciclaje de inmuebles con 
destino a la vivienda de interés social”, y la siguiente frase diría: “Quedan incluidos en este literal los 
proyectos destinados a la adquisición de viviendas de interés social construidas, refaccionadas o 
recicladas al amparo de la presente normativa”, continuando tal como está. Esto daría mayor 
flexibilidad, de manera que quien necesite efectuar solamente una ampliación, pueda acceder al 
beneficio que otorga esta ley. 


SEÑOR LORIER.- Me parece que convendría que dijera “ampliación y reciclaje”, en lugar de 
“ampliación o reciclaje”, porque la “o” da la idea de que debería ser uno u otro, o sea que serían 
excluyentes, pero puede darse el caso de que se deban hacer las dos cosas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor Senador Lorier sugiere sustituir la “o” por una “y” para que se 
entienda que se pueden hacer cualquiera de las cuatro situaciones que se mencionan. 


SEÑOR BORDABERRY.- Obviamente, no puede ponerse “y/o”, como se sugiere a veces, pero el 
espíritu de la ley es el de que en cualquiera de estas hipótesis, individual o conjuntamente, se pueda 
acceder al beneficio. El problema es que si ponemos “construcción, refacción, ampliación y reciclaje” 

-estoy razonando en voz alta- se podría interpretar que se necesitan los cuatro supuestos para poder 
acceder al beneficio; en cambio, si ponemos “construcción, refacción, ampliación o reciclaje”, está claro 
que es en cualquiera de los cuatro supuestos, aun cuando todos ellos ocurran, porque el “o” no deja 
fuera ninguna posibilidad. Entonces, me parece que en este caso habría que dejar la redacción con la 
conjunción disyuntiva “o”, porque no requiere la sumatoria de los cuatro requisitos, sino que solo con 
uno de ellos alcanza para acceder al beneficio de la ley. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Quiero señalar que envié alguna propuesta con relación a este tema. En este 
artículo estamos hablando de viviendas construidas por una empresa privada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así es, señor Senador, en todo el proyecto de ley es así. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Pero no es siempre, porque también se habla de cooperativas de vivienda por 
ayuda mutua. En realidad, me parece que estamos dejando fuera las viviendas construidas por el 
Ministerio en convenio con Municipios o con cooperativas, o sea, las que recibían el 100% del subsidio. 


En el departamento de San José tenemos una experiencia de probablemente cuarenta años 
en materia de vivienda económica, que tiene una determinada tipología y medida. En cada uno de los 
municipios, incluido el de Montevideo, existe una ordenanza muy similar, diría que idéntica, al respecto. 
Estas viviendas están pensadas para el nivel más bajo de la población y nosotros sugerimos que 
dentro de la normativa se incluya una exoneración superior a la que allí está prevista -que refiere a 
todo el espectro de la sociedad uruguaya- y que no significa mucho dinero. De lo que se trata es de 
que todos los municipios coordinen con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente una definición en común de vivienda económica. Estas son viviendas muy humildes que se 
construyen con mucho sacrificio e, incluso, muchas veces, con mano de obra benévola de los propios 
integrantes de la familia o vecinos del barrio. Si están encuadradas dentro de lo que exige la ordenanza 
municipal, las intendencias las exoneran del 100% de los impuestos municipales. Esto no significa 
mucho para los municipios, pero sin duda es un aliciente muy importante para estos ciudadanos que 
principalmente viven en la periferia de cada una de las ciudades. En realidad, no sé cómo se podría 
incluir esto que estoy planteando. 


Por otro lado, quiero preguntar si las viviendas que reciben un subsidio del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tienen la misma exoneración tributaria que la 
vivienda que construye una empresa y la otorga a un ciudadano que vive, por ejemplo, en Pocitos y 
que también estaría amparado por esta ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Este proyecto está dirigido a viviendas de interés social y de ahí la 
importancia de la definición de ese concepto. Este tipo de viviendas no solo abarca al quintil más 


sumergido -a ese quintil específico se refiere la ley del “Plan Juntos” que tenemos a consideración- 
sino también a la capa media baja, es decir, a la gente que vive de un salario, a los jóvenes recién 
casados, etcétera, que hoy no tenían un acceso a la vivienda porque los planes no cubrían ese tipo de 
casos. Esta iniciativa tiende a convocar a los promotores privados -ya que se precisa capital- de modo 
que la oferta, tanto en venta como en alquiler, se multiplique y nos permita bajar un poco el déficit que 
hay en este sentido. Quiero decir que esto no es contradictorio con los planes que se desarrollan en el 
presupuesto quinquenal de viviendas. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Comprendo, pero aquí estamos exonerando a la vivienda que construye una 
empresa privada y no -porque no figura en el plan quinquenal y no existe en la ley- a la vivienda de 
interés social que sí se encuentra dentro del plan quinquenal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, pero estas viviendas tienen subsidios que a veces son bastante 
importantes. Inclusive, a veces también poseen subsidios en las cuotas. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Es verdad que tienen subsidios, pero considero que esas viviendas le podrían 
costar menos al Estado si lográramos bajar la imposición tributaria. Cuando fui titular de la Cartera de 
Vivienda tuve llamados a licitación, se presentaban las empresas, una ganaba la licitación y las 
viviendas, a pesar de ser subsidiadas por el Estado, no estaban exoneradas para que costaran menos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Eso pasaba e, incluso, a veces el metro cuadrado de una vivienda social 
salía lo mismo que el de una vivienda de balneario. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Pasaba, pasa y va a pasar. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Podemos hacer la consulta al Ministerio; no tengo ningún inconveniente. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Yo averigiié en el Ministerio y me dijeron que paga todos los impuestos para las 
viviendas que construye con sus fondos. Lo que estamos sugiriendo es bajar el valor de la oferta de la 
vivienda y dejarle más recursos en caja al propio Ministerio para que pueda hacer más viviendas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por eso planteo que podemos hacer la consulta para saber cómo ve el 
Ministerio que incluyamos la construcción de las viviendas sociales del plan quinquenal en esta misma 
norma. No me animaría a votarlo hoy sin hacer una consulta, porque no tengo claros los números. 


SEÑOR BORDABERRY.- Me parece que lo que no hay que perder de vista es que en este caso 
estamos dentro de la normativa de proyectos de inversión que se exoneran, que tienen un estatuto 
distinto de lo que es la inversión estatal porque, en realidad, cuando se trata de un proyecto de 
inversión, hay que solicitar ante el Ministerio correspondiente y el Ministerio de Economía y Finanzas 
que sea declarado como tal. Esto tiene todo un régimen y la intervención de una Comisión Asesora - 
antes era la COMAP; ahora se está creando la CAIVIS- pero es el particular quien solicita estar 
amparado en los beneficios. Cuando lleguemos a esa etapa voy a hacer algunas apreciaciones porque 
creo que dejar a esa Comisión Asesora las potestades que se le quieren otorgar puede ser peligroso. 
Pero en el caso de viviendas del Estado, creo que habría que ir directamente a exonerarlas. El hecho 
de que se trate de un proyecto de inversión y sea declarado como tal es, justamente, porque hay un 
privado que tiene la certeza de que está dentro del hecho generador en la hipótesis prevista en la ley 
para ser exonerado. Pero en este caso sería el Estado que se pediría a sí mismo la exoneración. En 
realidad, lo que habría que hacer es establecer que las viviendas están exoneradas, y para eso 
necesitamos iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Aun en el caso de que lo agregáramos, 
necesitaríamos que lo hiciera suyo el propio Ministerio y nos lo enviara como iniciativa del Poder 
Ejecutivo, porque no tenemos iniciativa constitucional para exonerar impuestos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Coincido totalmente con lo que dice el señor Senador Bordaberry. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Yo también, pero no estaría mal hacer rápidamente la consulta para poder darle 
integridad y redondear esta ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La consulta se hace inmediatamente; eso es relativamente sencillo. 


La idea inicial fue incluir esto en la ley de inversiones, pero después, por la complejidad del 
tema de la vivienda, se resolvió redactar una ley aparte. 


SEÑOR TAJAM.- Por mi parte iba a fundamentar algo parecido. Este mecanismo está armado para 
proyectos específicos, que además tienen que demostrar su utilidad y que se amparan dentro de 
ciertas normas que les dan acceso a los beneficios de la ley. Es difícil que desde el Estado se estén 
armando proyectos específicos para que entren en la ley. Lo que sí podemos tomar es la iniciativa del 
señor Senador Chiruchi para que se contemple que el costo de las viviendas que se construyan desde 
el Estado pueda ser abaratado por esos beneficios. Esa consulta se puede hacer. De todas formas, me 
parece que dificultaría mucho realizar ese agregado porque aquí se trata de proyectos específicos que 
tienen que lograr la habilitación correspondiente para acceder a los beneficios tributarios. 


Por otra parte, quiero proponer que cuando se habla de las viviendas que se destinen para 
enajenación y arrendamiento, se establezca también la posibilidad del arrendamiento con opción a 
compra, que no está contemplada. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo que propone el señor Senador tiene relación con el artículo 2%, donde se 
expresa: “los referidos inmuebles tengan por destino la enajenación, como cuando se destinen al 
arrendamiento”. 


SEÑOR TAJAM.- Allí se incluiría la frase: “o con arrendamiento con opción a compra”. Esa es otra 
posibilidad que no hay que dejar de lado. No es específicamente el leasing financiero, sino que hay que 
incluirlo de esa manera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, llamaría por teléfono al Ministerio para preguntar específicamente 
si podemos extender las exoneraciones a las otras viviendas que construye la Cartera. En el caso de 
que el Ministerio esté de acuerdo, nos tiene que enviar -como dijo el señor Senador Bordaberry- la 
iniciativa correspondiente. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Nos puede enviar, por ejemplo, la redacción de un artículo donde se incluyan las 
viviendas promovidas por el Estado, por el propio Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente. 


SEÑOR BORDABERRY.- Hay que cumplir con la formalidad para que tenga la constitucionalidad 
correspondiente, por más que es muy difícil que alguien impugne de inconstitucional una norma que 
establece exoneraciones tributarias, pero al ampliar la hipótesis a arrendamientos con opción a 
compra, también estamos ampliando la exoneración tributaria, que es de iniciativa privativa del Poder 
Ejecutivo. Entonces, luego de analizar todo este tema y para cumplir con la formalidad, deberíamos 
elevar una minuta al Ministerio para que lo haga suyo y, mientras tanto, terminamos con el análisis del 
resto de los artículos. 


Además, creo que corresponde mandar otra minuta al Poder Ejecutivo con lo que propone el 
señor Senador Chiruchi, porque estaríamos ante una enorme desigualdad, ya que cuando el promotor 
privado construye, tiene exoneraciones tributarias, mientras que no es así cuando lo hace el Estado. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Hoy MEVIR no las tiene. 


SEÑOR BORDABERRY.- Por tanto, parecería que hay un desfase entre el esfuerzo que hace la 
sociedad pagando impuestos y lo que hace el privado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dejaríamos en suspenso la aprobación de este artículo, con el agregado 
propuesto por el señor Senador Tajam, para cumplir con la formalidad correspondiente y, a su vez, le 
sumamos la pregunta del señor Senador Chiruchi en cuanto a agregar un artículo que extienda las 
exoneraciones a la construcción pública. 


Léase el artículo 3". 
(Se lee:) 


“Artículo 3. (Objetivos).- Se tendrá en cuenta, a efectos del otorgamiento de los beneficios, 
aquellos proyectos y actividades que cumplan con alguna de las siguientes condiciones: 


A) Amplien significativamente la cantidad de viviendas de interés social disponibles destinadas a la 
venta o alquiler. Y en el caso de las cooperativas, al uso y goce de los socios cooperativistas. 


B) Faciliten el acceso a la vivienda de los sectores socio económicos bajos, medios bajos y medios de 
la población. 


C) Contribuyan a la integración social y al mejor aprovechamiento de los servicios de infraestructura ya 
instalados. 


D) Mejoren las condiciones de financiamiento y garantía para la adquisición o el arrendamiento de 
viviendas de interés social. 


E) Fomenten la innovación tecnológica en materia de construcción edilicia.” 
En consideración. 


SEÑOR TAJAM.- Aquí tenemos el mismo caso del artículo anterior. Es decir que si se estuviera de 
acuerdo, junto con el Ministerio, en incluir el arrendamiento con opción a compra en el artículo 2", lo 
tendríamos que agregar en el 3" porque refiere a las viviendas de interés social disponibles destinadas 
a la venta, alquiler, arrendamiento o arrendamiento con opción a compra. Tendríamos que incluir la 
misma opción en los dos artículos. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Quisiera saber si el fomento de la innovación tecnológica se va a definir a través 
de la reglamentación o es simplemente una expresión de deseo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En este momento en el Uruguay se producen viviendas que suponen 
innovación tecnológica, ya sea por la utilización de materiales prefabricados o, por ejemplo, por el uso 
de diferentes formas de calefaccionar. Entonces, la idea es tomar como un mérito el hecho de que el 
proyecto incorpore innovación. 


Creo que hay una nueva producción muy interesante y que no corre por los carriles 
tradicionales. Por ejemplo, en el departamento de Tacuarembó hay construcciones de primera línea, 
muy bien hechas y con soluciones muy ingeniosas; también se puede destacar un proyecto de Don 
Bosco en Colonia. Por tanto, la idea es abrir la cancha a todas las tecnologías y no quedarse sólo con 
la construcción tradicional, que tiene sus límites y necesita plazos más largos. 


SEÑOR LORIER.- En el inciso A) se dice: “Amplien significativamente la cantidad de viviendas”, pero 
no sé si en algún momento se discutió acerca del término “significativamente” -digo esto porque no 
concurrí a las últimas reuniones de la Comisión, dado que estaba mi suplente, el doctor López 
Goldaracena- que podría dar lugar a que empresas que se presenten realicen una interpretación 
diferente. Concretamente, quisiera saber si en algún momento se manejó su acotamiento o 
cuantificación. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Pienso que el mercado por sí solo lo va a ir regulando. 


SEÑOR LORIER.- Pregunto esto porque después pueden surgir problemas legales frente a quién 
interpreta ese término. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Acá estamos hablando del stock de viviendas y el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente nos informó que el déficit es de aproximadamente 100.000 
viviendas. Obviamente, por mejor que nos vaya, no creo que hagamos esa cantidad en el quinquenio, 
por lo que se trata de reducir ese déficit. Según mi interpretación, este inciso pretende que el proyecto 
permita ampliar ese stock lo más posible. Con una determinada cantidad de dinero se puede invertir en 
una sola vivienda con un despliegue fenomenal o, por ejemplo, en tres viviendas. En ese sentido, la 
señora Ministra nos ponía el caso de la zona de Goes, donde hay muchas viviendas viejas reciclables 
que permitirían que de una unidad se obtengan tres o cuatro. En ese caso se ampliaría 
significativamente el stock. Hasta ahora no ha habido más que financiaciones parciales para esas 
cosas y este proyecto podría dar una oportunidad, tanto a los propietarios de viviendas como a los 
emprendedores. De todos modos, podemos trasladar esa pregunta a los representantes del Ministerio. 


SEÑOR BORDABERRY.- El sistema que el Poder Ejecutivo ha venido aplicando en los últimos seis 
años respecto del otorgamiento de beneficios en los proyectos de inversión, apunta a tener en cuenta 
la situación de la zona del país donde se va a dar el beneficio. Hay zonas que tienen un gran 
desarrollo, por ejemplo, en materia turística, en las cuales no conviene dar más beneficios -un claro 
ejemplo es Punta del Este- y, por el contrario, existen otras áreas, como Cerro Largo, que necesitan un 
mayor desarrollo porque no tienen esa estructura. Entonces, obviamente el Estado manifiesta un 
interés por aumentar la inversión en ese rubro y en esas zonas. 


Creo que esa misma estructura, que juega su papel en la parte industrial y agropecuaria, 
también debe jugarlo fundamentalmente en lo relativo a la vivienda, ya que hay zonas del país que 
tienen mayor necesidad de un aumento significativo del número de viviendas. 


Entonces, después de esto el Poder Ejecutivo dictará la reglamentación otorgando puntos; a 
su vez, basándose en la casuística de cuáles son las necesidades de vivienda social en el país, 
determinará zonas donde aplicará efectivamente las exoneraciones. Es imposible contener estos 
aspectos en una ley, explicación que ya fue brindada por los representantes del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente cuando concurrieron a la Comisión, y que nos pareció 
totalmente sensata. 


Por otra parte, me permito reiterar una apreciación sobre algo que me parece equivocado. 
Así como es lógico que el Poder Ejecutivo tenga esa facultad, a partir de los estudios y de la forma 
como se va generando la inversión -porque la mayor cantidad se radicará donde sea más rentable- 
quizás sería bueno alentar pocos proyectos en alguna zona y mayor cantidad de ellos en otras, lo que 
puede depender de aspectos que quizás hoy desconozcamos. 


A su vez, creo que no podemos dejar al Poder Ejecutivo una decisión tan amplia. El artículo 
3" establece: “Se tendrá en cuenta, a efectos del otorgamiento de los beneficios, aquellos proyectos y 
actividades que cumplan con alguna de las siguientes condiciones”. Me parece que la expresión “Se 
tendrá en cuenta” no es la adecuada, sino que debería decirse algo así como: “Tendrán derecho al 
otorgamiento de los beneficios aquellos proyectos o actividades que cumplan con alguna de las 
siguientes condiciones”. No es potestad del Poder Ejecutivo decidir sobre este aspecto, sino determinar 
después, en la reglamentación, qué significa “ampliar significativamente”, “facilitar el acceso”, 
“contribuir a la integración social”, etcétera. Pero el beneficio se tiene y eso es dar certeza porque, de 
lo contrario, haríamos una gran ley que quedaría exclusivamente a merced de la decisión de las 
políticas cíclicas de los gobiernos de turno o del Ministerio de Economía y Finanzas. No es que tenga 
algo en contra de esta Cartera, pero desde otros Ministerios he luchado y sé que sus representantes 
siempre encuentran la vuelta para decidir si otorgan algo o no. 


Entonces, en lugar de que el texto exprese: “Se tendrá en cuenta, a efectos del otorgamiento 
de los beneficios”, etcétera, considero que habría que establecer que tienen derecho al otorgamiento 
de los beneficios determinados proyectos. 


SEÑOR CHIRUCHI.- Lo que ha dicho el señor Senador Bordaberry es muy importante, trascendente, y 
tiene que ver con los equilibrios que el país debe buscar. Recién mencionaba al departamento de Cerro 
Largo, y puedo decir que desde Cerro de Amaro hasta pasando Arbolito no hay electrificación rural, con 
todo lo que ello implica en estos tiempos: falta de heladeras, de sierras eléctricas, de confort, y las 


dificultades que todo esto genera. Esta situación promueve el desplazamiento de la gente de la 
campaña o de ciertos lugares del país hacia zonas más atractivas o atrayentes. Puedo citar, como 
ejemplo, una escuela que conozco en el pueblito La Lata -situado en la Ruta 8, más o menos en el 
kilómetro 343 o 344, antes de llegar al puente del Parao- que está cerrada desde hace años porque 
tiene un solo alumno. 


Creo que el señor Senador Bordaberry recién se refería justamente a este tema. Cuando 
tuve la responsabilidad de ser Intendente, siempre me preguntaba en qué lugar debía hacer crecer a 
San José y, a esos efectos, montamos un equipo técnico que hace veinte años elaboró un proyecto de 
crecimiento y desarrollo de la ciudad de San José; me refiero al famoso Plan Director. Cuando nos 
explicaron a nosotros, ciudadanos comunes, el resultado de ese trabajo, no estuvimos muy de acuerdo 
porque considerábamos que la ciudad debía crecer hacia otros lugares. Luego de mucha discusión con 
la comunidad y con sus agentes económicos y sociales, se resolvió que había que lograr que el casco 
urbano de San José se volviera un lugar atractivo para que la gente se instalara. Fue así que 
empezamos a poner pavimento, iluminación, cordón, cuneta y todos los servicios necesarios, y 
lentamente la gente se fue afincando en ese escenario, lejos de las riberas de los ríos, de los arroyos, 
de las zonas bajas y de las rutas. 


Entonces, un escenario como Cerro Largo se va a volver atractivo si generamos la posibilidad 
de vivienda para la gente que va quedando en ese lugar o que todavía está soñando con regresar a su 
pago chico. Muchas veces estos temas están lejos de los Gobiernos, que no pueden palpar esa 
realidad, y tampoco ese escenario es un producto muy apetecible para las empresas que van a invertir 
en el proyecto. 


En consecuencia, realmente me parecen muy atinadas las palabras del señor Senador 
Bordaberry en cuanto a que este es uno de los grandes desafíos que tiene el país, mucho más en un 
tiempo de bonanza. Hay que tratar de promover los equilibrios que se necesitan. Justamente, hoy leí 
un informe sobre la cantidad de asentamientos que se han instalado y cuánta población vive allí. Las 
causas las conocemos; entonces, con estos antídotos, con estas obras, podemos promover que la 
escuela del pueblo La Lata, por ejemplo, vuelva a tener niños como los tuvo otrora. Hoy, como 
integrante del Poder Legislativo, puedo decir que tengo dudas de que el Estado focalice ese tipo de 
situaciones. Es algo muy difícil. Por eso me parece muy acertada la observación que realizó el señor 
Senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Ese es el espíritu de la norma. Es decir, el motivo por el cual se establece el 
concepto de “ampliar significativamente la cantidad de viviendas” es que luego de hacer el estudio, se 
dé el beneficio a este lugar y no a un barrio que ya está o que se encuentre cerca de la ribera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recuerdo que en oportunidad de la visita del Ministerio, se puso como 
ejemplo Montevideo y se explicó que este proyecto no estaría pensado para la zona de la costa porque 
es un lugar que tiene su propio ritmo de desarrollo y no necesita de estos bastones; específicamente 
se excluiría. Digo esto pensando en el concepto que expusieron los señores Senadores Chiruchi y 
Bordaberry. 


¿Cómo quedaría la redacción del acápite? 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpen la señora Presidenta y los señores Senadores el tiempo que les 
hice perder, pero en realidad sería mejor dejar el artículo 3” tal como está, porque habla de objetivos, 
es decir, no establece los beneficios. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 3? lo mantendremos igual que el artículo 2%, pero le debemos 
agregar lo relativo al arrendamiento con opción a compra. Una vez que este punto esté solucionado, 
podremos pasar a votarlo. 


SEÑOR LORIER.- Sugiero que se modifique su acápite y se ponga: “A efectos del otorgamiento de los 
beneficios se tendrán en cuenta aquellos proyectos y actividades que cumplan con alguna de las 
siguientes condiciones”, y luego como sigue. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos al artículo 4*. 
Léase el texto que figura en el comparativo. 
(Se lee:) 


“Artículo 4. (Beneficios tributarios).- Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar los siguientes 
beneficios a los proyectos y actividades promovidas: 


Exoneración de los impuestos que gravan la renta originada en las actividades o proyectos declarados 
promovidos. Esta exoneración podrá comprender a la renta o al propio impuesto. 


Deducción íntegra a efectos de la determinación de la renta gravada por el Impuesto a las Rentas de 
las Actividades Económicas, del costo de adquisición de los inmuebles en la que se construyan, 
refaccionen o reciclen las viviendas comprendidas en las actividades o proyectos declarados 
promovidos. Dicho costo sólo podrá deducirse en tanto sea necesario para obtener y conservar las 
rentas comprendidas en las actividades y proyectos promovidos que no hubieran sido exonerados en 
virtud de lo dispuesto en el literal anterior. 


Exoneración del Impuesto al Patrimonio de los inmuebles cuya construcción, refacción o reciclaje se 
haya declarado promovida. Dichos bienes se considerarán activo gravado a los efectos del cómputo de 
pasivo. 


Exoneración del Impuesto al Valor Agregado a los ingresos derivados de las actividades de adquisición, 
construcción, refacción y reciclaje de viviendas. Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar un crédito por el 
impuesto incluido en las adquisiciones de bienes y servicios destinados a integrar el costo de tales 
operaciones; así como por el impuesto correspondiente a las adquisiciones que realicen las 
cooperativas de vivienda con destino a su actividad de construcción. 


Exoneración del Impuesto a las Trasmisiones Patrimoniales, a la parte enajenante, a la parte 
adquirente, o a ambas, en el caso de hechos generadores vinculados a la primera trasmisión 
patrimonial de inmuebles destinados a la vivienda, cuya adquisición, construcción, refacción o reciclaje, 
hubiera sido declarado promovido. 


Exoneración del Impuesto al Valor Agregado aplicable a los servicios de garantía vinculados al 
arrendamiento y adquisición de inmuebles destinados a la vivienda de interés social. 


Exoneración del Impuesto al Patrimonio aplicable a los activos afectados a la prestación de los 
servicios de garantía a que se refiere el literal anterior. Dichos activos se considerarán gravados a 
efectos del cómputo de pasivos”. 


-A este artículo se le harán modificaciones que son puntuales. En los literales B), C y C) se 
sigue la misma línea de incluir las ampliaciones y se deberá cambiar la expresión “actividades de 
adquisición” por “actividades de enajenación” porque se entiende que es un término más afinado. Para 
el literal D) se sugirió la inclusión de los Fondos Sociales y, en el literal E) debe agregarse la palabra 
“ampliación”. 


En consideración. 


Estas modificaciones surgen de la discusión llevada a cabo en la sesión que compareció el 
Ministerio. 


SEÑOR TAJAM..- Solicito que se lea nuevamente el literal D). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el literal D) del comparativo. 
(Se lee:) 


“D) Exoneración del Impuesto al Valor Agregado a los ingresos derivados de las actividades 
de enajenación, construcción, refacción, ampliación y reciclaje de viviendas. Facúltase al Poder 
Ejecutivo a otorgar un crédito por el impuesto incluido en las adquisiciones de bienes y servicios 
destinados a integrar el costo de tales operaciones; así como por el impuesto correspondiente a las 
adquisiciones que realicen las cooperativas de vivienda con destino a su actividad de construcción.” 


-Con respecto a lo que está entre paréntesis, las autoridades del Ministerio nos señalaron 
que el Fondo de la Industria Gráfica está incluido dentro de los Fondos Sociales, o sea que sería 
reiterativo. La redacción adecuada podría referir a los Fondos Sociales y a las Cooperativas de 
Vivienda. Así es la redacción sugerida, pero quizás algún señor Senador quiere incorporar algún otro 
cambio. 


En definitiva, este artículo está en la misma situación que los anteriores, porque la ampliación 
supone la iniciativa que habíamos planteado; por tanto, lo dejamos peinado, por decirlo de esta 
manera. 


SEÑOR LORIER.- En la misma línea que veníamos señalando y como un elemento de ordenamiento y 
de mejor lectura, quisiera agregar que el literal B) podría quedar mejor con la siguiente redacción: “A 
efectos de la determinación de la renta gravada por el Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas, deducción íntegra del costo de adquisición de los inmuebles”. De esta manera, 
estaríamos cambiando un poco el orden. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está bien lo que propone el señor Senador Lorier, es decir, comenzar el 
literal B) con la expresión que acaba de indicar: “A efectos de la determinación de la renta gravada por 
el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, deducción íntegra del costo de adquisición de 
los inmuebles”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sin intentar discrepar con el señor Senador Lorier, quisiera decir que aquí 
se quiere establecer aquello que se exonera, es decir, lo que el Poder Ejecutivo está facultado a 
exonerar; dicho de otra manera, a otorgar beneficios. Se faculta al Poder Ejecutivo a otorgar 
determinados beneficios y en el literal A) está, en primer lugar, la exoneración de los impuestos, en el 
B), como segundo beneficio, se otorga deducción íntegra a efectos de la determinación a renta gravada 
del costo de adquisición, pero aquí debería decir: deducción íntegra del costo de adquisición de los 
inmuebles en los que se construyan, refaccionen o reciclen las viviendas comprendidas en las 
actividades o proyectos declarados promovidos, a efectos de la determinación de la renta gravada, 
para que concuerde con el compromiso. Creo que de otra manera no quedaría claro cuál es el 
beneficio, es decir, la deducción o la exoneración. Ese es el beneficio específico y por ahí es donde 
debemos comenzar. Entiendo la idea de la modificación que propone el señor Senador, pero en 
realidad eso está vinculado con la deducción íntegra, por eso no lo tocaría. Creo que el Poder 
Ejecutivo hizo bien en establecer primero qué era lo que se hacía y luego a qué efectos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos de acuerdo, señor Senador. 


En síntesis, dejamos este artículo con las sugerencias propuestas para votarlo cuando 
tengamos la iniciativa de ampliación. 


Léase el artículo 5. 
(Se lee:) 


“Artículo 5. (Declaratoria Promocional).- A efectos de otorgar la correspondiente declaratoria 
promocional, el Poder Ejecutivo actuará asesorado por la Comisión Asesora de Inversiones en 


Vivienda de Interés Social (CAIVIS) que se crea por la presente ley. Dicha Comisión estará integrada 
por un representante del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y un 
representante del Ministerio de Economía y Finanzas. La Agencia Nacional de Vivienda actuará como 
órgano asesor de la Comisión, debiendo pronunciarse en forma preceptiva sobre todas aquellas 
iniciativas que promuevan el otorgamiento de exoneraciones tributarias. Asimismo asistirá a la 
Comisión en las tareas de secretaría y en todas las demás tareas de apoyo que le sean requeridas 
vinculadas a la evaluación y seguimiento de los proyectos y actividades promovidas. Las decisiones de 
la Comisión que recomienden el otorgamiento de beneficios tributarios, deberán ser adoptadas por 
unanimidad de sus miembros.” 


En consideración. 


SEÑOR TAJAM.- Tengo una propuesta de redacción para la creación de la Comisión, que podrá 
quedar en el mismo lugar, pero nos parecía pertinente que justamente, la definición de la Comisión, 
que es la que otorgará los beneficios, figurara en el artículo 4” y los beneficios en el artículo 5*. 


SEÑOR BORDABERRY.- A mi juicio, la Comisión es innecesaria. Dicha Comisión va a asesorar al 
Poder Ejecutivo y está integrada por un delegado del Ministerio de Economía y Finanzas y un delegado 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; entonces, no tenemos que 
crearla por ley. Se puede perfectamente crear por decreto, ya que ambos Ministerios integran el Poder 
Ejecutivo. Pero además, en el artículo se establece que las resoluciones de esa Comisión, integrada 
por dos miembros, son por unanimidad. Yo no sé cómo una Comisión de dos miembros puede no 
resolver por unanimidad. Lo que sí se establece es la preceptiva intervención de la Agencia Nacional 
de Vivienda que, además, no tiene por qué informar favorablemente; solamente tiene que intervenir. 
Por lo tanto, creo que este artículo podría quedar reducido a la siguiente redacción: “El Poder Ejecutivo 
otorgará los beneficios previa intervención preceptiva de la Agencia Nacional de Vivienda.” Luego, por 
decreto, el Poder Ejecutivo crea la Comisión con dos, tres, cuatro o con los miembros que desee. Creo 
que en este artículo se observa nuevamente la mano del Ministerio de Economía y Finanzas, que no 
quiere que se cree una Comisión de tres miembros donde quede en minoría. Entonces, está diciendo 
que sin su veto nada se otorga. A mi juicio, se le fue la mano en esto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros conversamos con el Ministerio en forma directa y justamente 
señalamos que era raro que se creara una Comisión integrada por dos miembros. En ese momento no 
teníamos presente una salida como la que recién se acaba de proponer, que puede ser viable. 


SEÑOR TAJAM.- Entonces, se estaría proponiendo que la Comisión se creara por un decreto 
reglamentario. 


SEÑOR BORDABERRY.- Deberíamos quedarnos exclusivamente con la parte que alude a que la 
Agencia Nacional de Vivienda debe intervenir preceptivamente, que sí es sustancial. De esa manera 
estaríamos simplificando la ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que tendríamos que modificar el inicio del artículo, ya que 
también establece que para otorgar la declaratoria promocional tiene que haber asesoramiento del 
Poder Ejecutivo. Entonces, si queremos que eso quede establecido por reglamento, habría que 
modificar la redacción. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pienso que el texto podría decir: “La Agencia Nacional de Vivienda actuará 
como órgano asesor del Poder Ejecutivo, debiendo pronunciarse en forma preceptiva sobre todas 
aquellas iniciativas que promuevan el otorgamiento de exoneraciones tributarias”. 


SEÑOR LORIER.- Voy a hacer una reflexión en voz alta. 


Supongamos que el Ministerio modificara su integración o que estuviéramos en presencia de 
otro que entiende que no es necesaria la formación de una Comisión Asesora de Inversiones en 
Vivienda. Lo que pretende la primera parte de este artículo -estoy de acuerdo en que la segunda, ni 
tampoco la tercera, deberían estar- es crear la CAIVIS, que asesorará al Poder Ejecutivo a efectos de 


ver si se otorga la declaratoria promocional. Entonces, ya no incursionamos en la forma de adopción de 
las decisiones de la Comisión, que tampoco podemos establecer que sean por unanimidad al estar 
integrada por dos miembros. Me parece que de esta manera nos aseguramos la creación de esa 
Comisión asesora, sea cual sea la situación futura. Estoy de acuerdo en que la reglamente el Poder 
Ejecutivo en cuanto a su integración y a su forma de resolver, y también en incorporar a la Agencia 
Nacional de Vivienda para asesorar preceptivamente, tal como señaló el señor Senador Bordaberry. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Según la propuesta del señor Senador Lorier, la primera frase del artículo, 
que dice: “A efectos de otorgar la correspondiente declaratoria promocional, el Poder Ejecutivo actuará 
asesorado por la Comisión Asesora de Inversiones en Vivienda de Interés Social (CAIVIS) que se crea 
por la presente ley”, quedaría tal como está. La integración se haría mediante decreto reglamentario. 
También se mantendría lo que dice a continuación: “La Agencia Nacional de Vivienda actuará como 
órgano asesor de la Comisión, debiendo pronunciarse en forma preceptiva sobre todas aquellas 
iniciativas que promuevan el otorgamiento de exoneraciones tributarias”. Por otra parte, sería partidaria 
de mantener la otra tarea que la norma encomienda a la Agencia, cuando dice: “Asimismo asistirá a la 
Comisión en las tareas de secretaría y en todas las demás tareas de apoyo que le sean requeridas 
vinculadas a la evaluación y seguimiento de los proyectos y actividades promovidas”, porque alguien 
tiene que hacer el seguimiento. La última frase sería eliminada porque no tiene sentido. 


SEÑOR BORDABERRY.- Siguiendo la tesis postulada por el señor Senador Lorier de lograr una 
mayor claridad en el articulado, creo que lo primero que debería decir el artículo es: “Créase la 
Comisión Asesora de Inversiones en Vivienda de Interés Social. La misma asesorará al Poder 
Ejecutivo a los efectos de otorgar la correspondiente declaratoria promocional y su integración será 
determinada por el reglamento correspondiente”. Luego se incluiría lo de la Agencia y se eliminaría lo 
de la unanimidad. 


SEÑOR TAJAM.- Estoy de acuerdo y es parecida a mi propuesta que consiste en señalar: “Créase la 
Comisión Asesora de Inversiones en Vivienda de Interés Social que asesorará al Poder Ejecutivo a los 
efectos de otorgar si procede la declaratoria promocional”, luego de lo cual iba a hacer referencia a la 
actuación preceptiva. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Solicito a los señores Senadores que repitan la propuesta de modo de 
clarificarla. 


SEÑOR TAJAM.- La redacción sería la siguiente: “Créase la Comisión Asesora de Inversiones en 
Vivienda de Interés Social (CAIVIS) que asesorará al Poder Ejecutivo a los efectos de otorgar si 
procede la declaratoria promocional”. Lo relativo a la integración creo que habíamos decidido 
eliminarlo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En realidad, debería decir que lo establece el decreto reglamentario. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entonces, el texto sería el siguiente: “El Poder Ejecutivo reglamentará la 
integración, funcionamiento y facultades de la misma” o “El Poder Ejecutivo reglamentará la 
integración, funcionamiento y facultades de dicha Comisión”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Luego continuaría: “La Agencia Nacional de Vivienda actuará como órgano 
asesor de la Comisión, debiendo pronunciarse en forma preceptiva sobre todas aquellas iniciativas que 
promuevan el otorgamiento de exoneraciones tributarias. Asimismo asistirá a la Comisión en las tareas 
de secretaría y en todas las demás tareas de apoyo que le sean requeridas vinculadas a la evaluación 
y seguimiento de los proyectos y actividades promovidas”. Allí finalizaría el artículo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sugiero que se ponga un punto y aparte antes de “La Agencia”. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Léase la redacción final del artículo. 


(Se lee:) 


“Créase la Comisión Asesora de Inversiones en Vivienda de Interés Social (CAIVIS) que 
asesorará al Poder Ejecutivo a los efectos de otorgar si procede la declaratoria promocional”. 


SEÑOR LORIER.- Disculpen la interrupción de la lectura, pero creo que no es correcta la expresión 
“de otorgar si procede”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Debería decir: “a efectos de otorgar la correspondiente declaratoria 
promocional”, que es como figuraba en el artículo original. 


Léase el artículo. 
(Se lee:) 


“Créase la Comisión Asesora de Inversiones en Vivienda de Interés Social (CAIVIS) que 
asesorará al Poder Ejecutivo a efectos de otorgar la correspondiente declaratoria promocional. El 
Poder Ejecutivo reglamentará la integración, funcionamiento y facultades de dicha Comisión. 


La Agencia Nacional de Vivienda actuará como órgano asesor de la Comisión, debiendo 
pronunciarse en forma preceptiva sobre todas aquellas iniciativas que promuevan el otorgamiento de 
exoneraciones tributarias. Asimismo asistirá a la Comisión en las tareas de secretaría y en todas las 
demás tareas de apoyo que le sean requeridas vinculadas a la evaluación y seguimiento de los 
proyectos y actividades promovidas”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 6*. 
(Se lee:) 


“Artículo 6. (Incumplimiento).- En todos los casos, el Poder Ejecutivo podrá requerir las 
garantías que entienda pertinentes, en relación con el efectivo cumplimiento por parte de los 
beneficiarios de las obligaciones vinculadas al otorgamiento de las franquicias, sin perjuicio de la 
reliquidación de tributos, multas y recargos que puedan corresponder en caso de verificarse el 
incumplimiento. La reglamentación establecerá los ámbitos de actuación de la Agencia Nacional de 
Vivienda y de los organismos recaudadores en las tareas de contralor del cumplimiento de las referidas 
obligaciones”. 


En consideración. 
SEÑOR CHIRUCHI.- Creo que sería mejor decir: “deberá requerir las garantías”. 


SEÑOR TAJAM.- Por otra parte, la expresión “franquicias” refiere a un concepto que no se venía 
utilizando. Me parece que lo correcto es decir “beneficios tributarios”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Propongo que luego de “el Poder Ejecutivo deberá requerir las garantías que 
entienda pertinentes”, se sustituya la expresión “en relación con” por “para”. A su vez, creo que habría 
que eliminar la expresión “por parte de”. Es decir que el artículo diría: “para el efectivo cumplimiento por 
los beneficiarios”, etcétera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 6? tal como quedaría redactado. 


(Se lee:) 


“Artículo 6. (Incumplimiento).- En todos los casos, el Poder Ejecutivo deberá requerir las 
garantías que entienda pertinentes para el efectivo cumplimiento por los beneficiarios de las 
obligaciones vinculadas al otorgamiento de los beneficios tributarios, sin perjuicio de la reliquidación de 
tributos, multas y recargos que puedan corresponder en caso de verificarse el incumplimiento. La 
reglamentación establecerá los ámbitos de actuación de la Agencia Nacional de Vivienda y de los 
organismos recaudadores en las tareas de contralor del cumplimiento de las referidas obligaciones”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 6*. 
(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
De esta manera terminamos la consideración del Capítulo !. 


Entonces, enviaremos una nota al Ministerio con las consultas correspondientes, 
solicitándole que nos conteste, si es posible, antes de la próxima reunión. Si el Poder Ejecutivo 
entiende pertinente las consultas, aunque se demore un día más en mandar la iniciativa, no hay 
problema, porque eso cubre lo formal; lo que nos interesa es el contenido de la disposición. 


Reitero, enviaremos una nota con las sugerencias de los señores Senadores Chiruchi y Tajam, 
con la solicitud de que la respuesta, si es posible, sea antes del próximo martes y, además, haremos 
una llamada telefónica para realizar el mismo planteo, aunque las cosas por escrito se entienden mejor. 
El Ministerio está interesado en que este proyecto sea aprobado, así que supongo que a la brevedad 
nos van a contestar. 


En la próxima sesión comenzaremos con el análisis del Capítulo 11. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 52 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


